Partes: Banco Río de la Plata S.A. v. Blázquez, Claudia M. y otro

C. Nac. Civ.,  sala E - 15/03/2005 

2ª INSTANCIA.- Buenos Aires, marzo 15 de 2005.- Considerando: I. Contra la resolución de fs. 308/309, que desestima la nulidad articulada a fs. 234/239, alza sus quejas la ejecutada, quien las vierte en el escrito de fs. 316/323, cuyo traslado fuera contestado a fs. 325/331 y 333/336.

A su turno, el fiscal de Cámara pide la nulidad solicitada a fs. 340/343, cuyo traslado corrido a fs. 354, fuera contestado a fs. 359, 360/361, 363/369 y 370/372.

II. Parece oportuno recordar que, como principio, no hay en el ámbito del Derecho Procesal nulidades absolutas, por cuanto todo tipo de irregularidad en el procedimiento es susceptible de subsanarse mediante el consentimiento expreso o presunto de la parte a quien ella perjudique. De allí que los actos viciados o supuestamente viciados se reparan si no son atacados en tiempo hábil, sin que quepa distinguir acerca del origen de la irregularidad o que se trate de un trámite esencial (Morello y otros, "Código Procesal...", t. II-C, p. 358; C. Nac. Civ., esta sala, causa 144177, del 25/2/1994; causa 145427, del 28/3/1994; causa 224798, del 2/7/1997, entre otras).

En otros términos, no resulta procedente decretar la nulidad de un acto en el solo interés de la ley y en la medida en que no exista un perjuicio concreto que deba ser subsanado (arg. art. 172 Ver Texto parte 2ª CPCCN. [1]).

En el caso, el remate extrajudicial del bien se llevó a cabo el 23/3/2004, con una base de $ 148.219,86 y por la suma de $ 137.200, encontrándose además integrado el saldo de precio (ver fs. 192/193 y 228). Y pese al esfuerzo que denota la pieza ya citada, lo cierto es que el recurrente no logra demostrar el yerro que le atribuye al pronunciamiento.

En primer lugar, la decisión en recurso no adolece de vicio alguno a poco que se advierta que, tratándose de un incidente, es facultativo del juez abrirlo a prueba. Y, en el caso, las incorporadas a la causa son suficientes para decidirlo.

En efecto, la prueba de fs. 212/226 acredita en debida forma que el inmueble fue sacado a la venta por la base fijada a fs. 192/193, la que no mereció observación alguna, y de acuerdo con las características que surgen del mismo título materia de ejecución (ver fs. 33/45 y cartas documento cursadas a los deudores que obran a fs. 182/183). Al respecto, el inmueble en cuestión corresponde a Turdera, partido de Almirante Brown, provincia de Buenos Aires, con frente a la calle Martín Rodríguez 26/28. Sin perjuicio de ello, en la publicidad realizada en diarios de difusión como "La Nación", además de "La Prensa" y en los 300 volantes que fueron repartidos en las inmediaciones figura, con claridad, que está próximo a la estación Adrogué, como así también que cuenta con pileta. No se observa, por tanto, defecto de publicidad que justifique la pretensa nulidad, máxime si se advierte que la exhibición fue hecha por uno de los autorizados a fs. 194 y fue adquirido por un tercero y por un precio que, si bien no coincide con el de la base, el incidentista no adjuntó en su oportunidad tasación alguna que justificara prima facie la seriedad del planteo.

A mayor abundamiento, es sabido que el bajo precio obtenido no puede dar sustento a la nulidad cuando, como en el caso, se cumplió con todos los recaudos que la ley exige (conf. Maurino, "Nulidades procesales", p. 156; C. Nac. Civ., esta sala, causa 158053, del 17/5/1996; causa 294446, del 10/5/2000).

Por otra parte, no llega a advertirse el perjuicio concreto que pretende subsanarse con la mentada nulidad a poco que se advierta que el amparo promovido a efectos que se declare la inconstitucionalidad de la ley 25798 Ver Texto , que crea el "Sistema de Refinanciación Hipotecaria", en tanto no obliga a los bancos a aceptar la opción de acogerse a dicho sistema para la cancelación de la deuda, fue desestimado (ver fs. 21/22 del expte. 17795/04, "Blázquez, Claudia M. y otro v. Banco Río de la Plata S.A. y otros s/amparo") y tal decisión se encuentra firme (ver fs. 32 y 48 del juicio citado), sin que se haya demostrado que la Corte Suprema de Justicia de la Nación haya abierto queja alguna.

Por último, asiste razón a la parte contraria cuando afirma que la cuestión introducida en el titulado "tercer agravio" in fine (ver fs. 322), no fue propuesta con anterioridad al juez de grado, por lo que, en principio, le está vedado al tribunal pronunciarse, a mérito de lo dispuesto en el art. 277 Ver Texto CPCCN.

En otras palabras, desde otra óptica, tal aspecto de la cuestión quedó consentido, a poco que se advierta que no lo introdujo en tiempo oportuno (arg. art. 170 Ver Texto parte 2ª CPCCN.).

III. Sin embargo, no puede la sala dejar de analizar la nulidad introducida en esta instancia por el fiscal de Cámara, la que fue debidamente sustanciada.

Cierto es que el art. 598 Ver Texto CPCCN., t.o. según ley 24441 Ver Texto , prohíbe la compra en comisión en la ejecución hipotecaria, y así lo hizo constar el martillero en el boleto de compraventa que obra a fs. 210. Por ello, y más del error material cometido en el encabezamiento, al que se alude a fs. 359, lo cual resulta evidente porque, como ya se expresara, el propio boleto expresa "...queda prohibida la compra en comisión", lo cierto es que, en el caso, obra la cesión de la que da cuenta el instrumento de fs. 209, que no fue redargüido de falso, por lo que mal puede desconocerse que, en la especie, el adquirente Joaquín R. Gutiérrez cedió a Pablo J. Guilherme Florencio los derechos y acciones derivados del boleto de compraventa, siendo el último de los mencionados quien ya abonó el saldo de precio, conforme surge de la escritura pública n. 85, agregada a fs. 228.

Al respecto, ha dicho el tribunal que si bien el ordenamiento legal citado prohíbe la venta en comisión en la ejecución hipotecaria, nada dice acerca de la cesión de derechos sin que, por otra parte, haya dejado sin efecto lo prescripto por el art. 571 Ver Texto CPCCN. para otros supuestos, por lo que no debe hacerse extensiva la prohibición a otros casos no contemplados en la ley (conf. causa 408265, del 18/10/2004).

Es que, la interpretación restrictiva resulta procedente cuando se trata de norma prohibitivas, sancionadoras y limitativas de la capacidad de obrar (conf. Rivera, "Instituciones de Derecho Civil. Parte general", t. I, n. 150, p. 163; Borda, "Tratado de Derecho Civil. Parte general", t. I , n. 219, p. 222 y citas de la nota n. 387). En este mismo orden de ideas, "los jueces no pueden declarar otras nulidades de los actos jurídicos que las que en este Código se establecen" (arg. art. 1037 Ver Texto CCiv.). Máxime, si se pondera que la compra en comisión y la cesión de derechos tienen una muy distinta naturaleza jurídica (conf. C. Nac. Civ., sala F, causa 336273, del 15/2/2002) y que, en la especie, no se ha comprobado irregularidad alguna que comprometa gravemente la actividad jurisdiccional.

El Dr. Juan C. G. Dupuis no interviene por haberse excusado a fs. 124 (art. 109 Ver Texto RJN.).

Por estas consideraciones, se resuelve: 1) Desestimar lo pedido a fs. 340/343. Las costas de alzada se distribuyen en el orden causado, en atención a las particularidades que la causa ofrece y que cada parte pudo creerse con derecho a peticionar como lo hizo. 2) Confirmar la resolución de fs. 308/309. Con costas de alzada (arts. 68 Ver Texto y 69 Ver Texto CPCCN.). 3) Notifíquese y devuélvase.- Mario P. Calatayud.- Osvaldo D. Mirás.

NOTAS:

(1) t.o. 1981, LA 1981-B-1472.

